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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 1167/2025
ACTORA: **********
DEMANDADA: COMISIÓN ESTATAL DE GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DE SAN LUIS POTOSI. 
MAGISTRADA: LICENCIADA MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VAZQUEZ. 
SECRETARIO: LICENCIADO JUAN JOSÉ GARCÍA MORALES. 
COLABORÓ: LICENCIADO JOSÉ DE JESUS GUERRERO ANGUIANO, LICENCIADO LEÓN FERNANDO RODRÍGUEZ OROZCO.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, once de junio de dos mil veintiséis.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 1167/2025; y,
R E S U L T A N D O:
I.- Demanda. Mediante escrito presentado en este Tribunal en fecha diecisiete de octubre de dos mil veinticinco, en la vía de Juicio Contencioso Administrativo, compareció,  **********, en su carácter de **********, a demandar a la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la información Pública del Estado de San Luis Potosí; por la Nulidad de la resolución de Imposición de Medida de Apremio, expediente -**********.  
II.- Tramite del juicio. Por auto de veintitrés de octubre de dos mil veinticinco, se admitió a trámite la demanda, se ordenó emplazar a la autoridad para que formulara su contestación; enseguida la autoridad dio contestación a la demanda, y le fue admitida por auto de ocho de diciembre del mismo año; en el que además se admitieron a las partes las pruebas que ofrecieron y resultaron pertinentes; y finalmente se señalaron las once horas del quince de enero de este año para celebrar la audiencia final del juicio.  
III.- Audiencia Final. En la fecha y hora señaladas se verifico la audiencia del juicio, sin la asistencia de las partes, en la que se hizo una relación de las constancias de autos; se relacionaron las pruebas ofrecidas por las partes las que en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza; enseguida en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes los formuló; y debidamente integrado el presente expediente, se citó para resolver. 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XVIII, 9º fracción III, 24, y 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 196 de la Ley De Transparencia y Acceso a La Información Pública del Estado de San Luis Potosí; artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción; por la  imposición una multa derivada de la aplicación de una medida de apremio a que se refiere la Ley de Transparencia en consulta.
SEGUNDO. Legitimación. La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció en su carácter de **********, de acuerdo con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo que se desprende de la resolución impugnada, que obra agregada en copias certificadas a fojas 56 a la 77 del expediente en que se actúa; y por lo que respecta a las demandadas, la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, compareció a juicio por conducto de **********, en su carácter de Presidente de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, quien acredito esa calidad en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.  
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo  en el artículo 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO. La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar si fue legal o ilegal el acto consistente en la resolución de Imposición de Medida de Apremio dictada el **********, en el expediente -**********; mediante la cual el Pleno de la Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, resolvió aplicar a cargo de la hoy actora la medida de apremio consistente en una multa por la cantidad de **********, -documental valorada supralineas-.
CUARTO. Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, computados a partir del momento aquel en que el afectado manifiesta haber tenido conocimiento del acto controvertido, es decir el ocho de septiembre de dos mil veinticinco; por lo que el plazo aludido –treinta días- transcurrió el veintidós de octubre del citado año; entonces si el actor, como se vio al inicio de esta sentencia, ingreso su demanda ante el Tribunal el diecisiete de octubre del mencionado año, es inconcuso que se encontraba dentro del plazo establecido en el citado numeral 24; descontando los días inhábiles y de suspensión de las labores de este Tribunal, acorde con lo establecido en el artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 
 

QUINTO. Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo, respectivamente, de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; así, del análisis realizado por esta Sala Unitaria no se advirtiera que en la especie se actualicen causales de improcedencia o sobreseimiento, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.
SEXTO. Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 3 a la 8 –escrito de demanda- del presente sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.” 

Y, en relación con la contestación de la demanda (visible a fojas 36 vuelta a la 42 vuelta), la autoridad básicamente sostiene la legalidad de la resolución impugnada.
SÉPTIMO. Estudio y Determinación de fondo. Una vez analizados los argumentos de las partes; previo a emitir la determinación sobre la legalidad o ilegalidad de la resolución impugnada en este juicio -Imposición de Medida de Apremio -**********-, es necesario precisar que el estudio de los conceptos de impugnación; acorde con lo dispuesto en los artículos 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí 
 y 17 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; se realizara bajo el principio jurídico de mayor beneficio; 
 de lo cual se desprende que la impetrante en su tercer planteamiento de disenso –fojas 7-, aduce que “transcurrió un plazo mayor al permitido por la ley para ejercer sus facultades”, entendiéndose que en el procedimiento de origen se configuró la caducidad; lo que a juicio de la Suscrita Magistrada de esta Segunda Sala Unitaria, resulta ser fundado y suficiente para declarar la nulidad de la resolución impugnada, en atención a las siguientes consideraciones legales:
Sobre este tópico –caducidad- conviene señalar que ha sido criterio adoptado por los Tribunales Federales, 
 que su estudio resulta ser de orden preferente frente a violaciones procesales y formales, dado que de configurarse la caducidad tiene como efecto primordial que se anule todo lo actuado en el procedimiento, pues si el cumplimiento de los plazos legales es una condición de validez para el dictado de las resoluciones atinentes a los procedimientos administrativos, es claro que, de ser fundado el concepto de violación traerá aparejada la conclusión de que ha operado la pérdida de las facultades de la autoridad demandada en el juicio contencioso para emitir su fallo y, por tanto, resultaría ocioso cualquier otro pronunciamiento; ya que en virtud de la caducidad, procede el archivo de las actuaciones.
En esta tesitura, resulta necesario considerar lo establecido en los artículos 1° párrafo tercero, 97 a 101 y 190 a 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, 
 vigentes al momento de emitir acto controvertido, en que se contiene, por una parte el procedimiento de verificación de las Obligaciones de Transparencia; y por otra, la imposición de las medidas de apremio que la “CEGAIP”, en el ámbito de su competencia, podrá imponer al servidor público encargado de cumplir con la resolución, para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones; lo que para efectos del estudio de esta resolución será analizado de manera sistemática con lo dispuesto en los artículos 3 fraccion V, 20, 191 fraccion IV, 194 párrafo cuarto del Código Procesal Administrativo para el Estado; numerales literalmente disponen: 

“LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI”

ARTÍCULO 1° (…)

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, los lineamientos que determine el Sistema Nacional de Transparencia, la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y demás disposiciones relacionadas con el derecho de acceso a la información y la protección de datos personales, se aplicarán de manera supletoria en lo no previsto por esta Ley. 

“TÍTULO CUARTO

OBLIGACIONES DE TRANSPARENCIA

Capítulo V

De la Verificación de las Obligaciones de Transparencia
ARTÍCULO 97. Las determinaciones que emita la CEGAIP deberán establecer los requerimientos, recomendaciones u observaciones que formulen y los términos y plazos en los que los sujetos obligados deberán atenderlas. El incumplimiento a los requerimientos formulados, será motivo para aplicar las medidas de apremio, sin perjuicio de las sanciones a que haya lugar.
ARTÍCULO 100. La verificación tendrá por objeto revisar y constatar el debido cumplimiento a las obligaciones de transparencia en términos de lo previsto en los artículos 84 a 96 de esta Ley, según corresponda a cada sujeto obligado y demás disposiciones aplicables.
ARTÍCULO 101. La verificación que realice la CEGAIP, se sujetará a lo siguiente:

I. Constatar que la información esté completa, publicada y actualizada en tiempo y forma; 

II. Emitir un dictamen en el que podrán determinar que el sujeto obligado se ajusta a lo establecido por esta Ley y demás disposiciones, o contrariamente determinar que existe incumplimiento a lo previsto por la Ley y demás normatividad aplicable, en cuyo caso formulará los requerimientos que procedan a efecto de que el sujeto obligado subsane las inconsistencias detectadas dentro de un plazo no mayor a veinte días; 

III. El sujeto obligado deberá informar al organismo garante sobre el cumplimento de los requerimientos del dictamen;

IV. La CEGAIP verificará el cumplimiento a la resolución una vez transcurrido el plazo y si consideran que se dio cumplimiento los requerimientos del dictamen, se emitirá un acuerdo de cumplimiento, y 

V. La CEGAIP podrá expedir lineamientos, criterios e interpretaciones al momento de realizar las verificaciones para el cumplimiento de las obligaciones de transparencia, no contempladas en la Ley General. 

La CEGAIP podrá solicitar los informes complementarios al sujeto obligado que requiera para allegarse de los elementos de juicio que considere necesarios para llevar a cabo la verificación. 

Cuando la CEGAIP considere que existe incumplimiento total o parcial de la determinación, le notificarán, por conducto de la Unidad de Transparencia, al superior jerárquico del servidor público responsable de dar cumplimiento, para el efecto de que, en un plazo no mayor a cinco días, se dé cumplimiento a los requerimientos del dictamen. 

En caso de que la CEGAIP considere que subsiste el incumplimiento total o parcial de la resolución, en un plazo no mayor a cinco días, se informará al Pleno para que, en su caso, imponga las medidas de apremio o sanciones, conforme a lo establecido por esta Ley.

(…)”

CAPÍTULO II

DE LAS MEDIDAS DE APREMIO

ARTÍCULO 190. La CEGAIP, en el ámbito de su competencia, podrá imponer al servidor público encargado de cumplir con la resolución, o a los miembros de los sindicatos, partidos políticos o a la persona física o moral responsable, las siguientes medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones: 

I. Amonestación pública o privada, y 

II. Multa, de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente. 

El incumplimiento de los sujetos obligados será difundido en el portal de obligaciones de transparencia de la CEGAIP y considerados en las evaluaciones que realicen éstos. 

En caso de que el incumplimiento de las determinaciones de la CEGAIP implique la presunta comisión de un delito o una de las conductas señaladas en el artículo 197 de esta Ley, ésta deberá denunciar los hechos ante la autoridad competente. 

Las medidas de apremio de carácter económico no podrán ser cubiertas con recursos públicos.

ARTÍCULO 191. Las medidas de apremio deberán aplicarse e implementarse en un plazo máximo de quince días, contados a partir de que sea notificada la medida de apremio al infractor. 

ARTÍCULO 192. La CEGAIP podrá requerir al infractor la información necesaria para determinar su condición económica, apercibido de que en caso de no proporcionar la misma, las multas se cuantificarán con base a los elementos que se tengan a disposición, entendidos como los que se encuentren en los registros públicos, los que contengan medios de información o sus propias páginas de internet y, en general, cualquiera que evidencie su condición, quedando facultada la CEGAIP para requerir aquella documentación que se considere indispensable para tal efecto a las autoridades competentes. 

ARTÍCULO 193. Será supletorio a los mecanismos de notificación y ejecución de medidas de apremio, lo dispuesto en la Ley De Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí. 

ARTÍCULO 194. Si a pesar de la ejecución de las medidas de apremio previstas en el artículo anterior no se cumple con la determinación, se requerirá el cumplimiento al superior jerárquico para que en un plazo de cinco días lo instruya a cumplir sin demora. De persistir el incumplimiento, se aplicarán sobre el superior jerárquico las medidas de apremio establecidas en el artículo anterior. 

Transcurrido el plazo, sin que se haya dado cumplimiento, se determinarán las sanciones que correspondan. 

ARTÍCULO 195. Las medidas de apremio a que se refiere el presente Capítulo, deberán ser impuestas y ejecutadas por la CEGAIP o con el apoyo de la autoridad competente, de conformidad con los procedimientos que establezcan las leyes respectivas. 

Las multas que fije la CEGAIP tendrán el carácter de créditos fiscales, y las remitirá a la Auditoría Superior del Estado, para que las haga efectivas conforme a las disposiciones legales aplicables; debiendo publicar mensualmente las sanciones impuestas a los servidores públicos responsables. 

ARTÍCULO 196. En contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y es independiente del procedimiento sancionador que en su caso se implemente al infractor.

(Énfasis añadido)

“CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ”
ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por:

…

V. Caducidad de la Instancia: es la pérdida de todos los derechos procesales, a causa de la inactividad de las partes, inactividad total y bilateral, y opera una vez que ha transcurrido el término a que refiere el artículo 194 de este Código;

…

ARTÍCULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo par a que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.

…

ARTÍCULO 191. Pone fin al procedimiento administrativo: 

…

IV. La declaración de caducidad 

ARTÍCULO 194. (…)
CUANDO SE TRATE DE PROCEDIMIENTOS INICIADOS DE OFICIO SE ENTENDERÁN CADUCADOS, Y SE PROCEDERÁ AL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES, A SOLICITUD DE PARTE INTERESADA O DE OFICIO, EN EL PLAZO DE TREINTA DÍAS A PARTIR DE LA ÚLTIMA ACTUACIÓN TENDIENTE AL DICTADO DE LA RESOLUCIÓN.

De una relación concatenada de lo establecido en ambas legislaciones, se desprende que la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado –CEGAIP- podrá llevar a cabo procedimientos administrativos de verificación, como el que se analiza -**********-; a fin de revisar el debido cumplimiento a las obligaciones en materia de transparencia; bajo el orden siguiente: 
I. Constatar que la información esté completa, publicada y actualizada en tiempo y forma. 

II. Emitir un dictamen para determinar si el sujeto obligado se ajusta, o no, a lo establecido por la Ley de Transparencia.  

III. De determinar que existe incumplimiento, formulará los requerimientos al sujeto obligado para que dentro de un plazo no mayor a veinte días subsane las inconsistencias detectadas.  

IV. Una vez transcurrido ese plazo -20 días-, verificará el acatamiento a lo requerido, y de ser el caso, se emitirá un acuerdo de cumplimiento.
V. Si persiste el incumplimiento requerirá de nueva cuenta, al servidor público responsable, por conducto de su superior jerárquico; para que en un plazo no mayor a cinco días dé cumplimiento al dictamen. 

VI. Si subsiste el incumplimiento, en un plazo no mayor a cinco días, se informará al Pleno de la CEGAIP para que imponga las medidas de apremio; que pueden ser: Amonestación o Multa. 
VII. La CEGAIP deberá dictar la resolución expresa dentro del plazo de treinta días, siguientes a la fecha en que se haya informado sobe el incumplimiento.
Cabe señalar, que a Juicio de la Suscrita Magostada en el presente asunto opera la supletoriedad del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí respecto de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, por: así disponerlo de manera expresa la última normatividad en cita, en el tercer párrafo de su artículo  1°; 
 el código en consulta a diferencia de la Ley, si prevé reglas sobre la caducidad aducida por el impetrante; y además no se advierte que dicha supletoriedad a aplicar no contrarían de modo  alguno el procedimiento de verificación que se analiza; por ende para efectos de la presente Sentencia, resulta aplicable lo dispuesto en los artículos 191 y 194 en la parte conducente transcrita supralineas. 

Sobre este tópico -supletoriedad-, cobra relevancia lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 34/2013 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable bajo el Registro digital: 2003161 del Semanario Judicial de la Federación, que en su rubro y contenido señala:  

“SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES. REQUISITOS PARA QUE OPERE. La aplicación supletoria de una ley respecto de otra procede para integrar una omisión en la ley o para interpretar sus disposiciones y que se integren con otras normas o principios generales contenidos en otras leyes. Así, para que opere la supletoriedad es necesario que: a) El ordenamiento legal a suplir establezca expresamente esa posibilidad, indicando la ley o normas que pueden aplicarse supletoriamente, o que un ordenamiento establezca que aplica, total o parcialmente, de manera supletoria a otros ordenamientos; b) La ley a suplir no contemple la institución o las cuestiones jurídicas que pretenden aplicarse supletoriamente o, aun estableciéndolas, no las desarrolle o las regule deficientemente; c) Esa omisión o vacío legislativo haga necesaria la aplicación supletoria de normas para solucionar la controversia o el problema jurídico planteado, sin que sea válido atender a cuestiones jurídicas que el legislador no tuvo intención de establecer en la ley a suplir; y, d) Las normas aplicables supletoriamente no contraríen el ordenamiento legal a suplir, sino que sean congruentes con sus principios y con las bases que rigen específicamente la institución de que se trate.”
Del mismo modo, resulta orientador el criterio adoptado en la tesis asilada XI.1o.A.T.11 K (10a.), localizada en el Registro digital: 2005156 del Semanario Judicial de la Federación. 

"LAGUNA JURÍDICA O DEL DERECHO" O "VACÍO LEGISLATIVO". PARA LLENARLO EL JUZGADOR DEBE ACUDIR, PRIMERO, A LA SUPLETORIEDAD O LA ANALOGÍA Y, DESPUÉS, A LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO. Se denomina "laguna jurídica o del derecho" o "vacío legislativo" a la ausencia de reglamentación legislativa en una materia concreta; esto es, se trata de la omisión en el texto de la ley, de la regulación específica a una determinada situación, parte o negocio; con ello se obliga a los operadores jurídicos a emplear técnicas sustitutivas con las cuales puedan obtener una respuesta eficaz a la expresada tara legal. Así, las lagunas o vacíos legislativos pueden deberse a la negligencia o falta de previsión del legislador (involuntarias) o a que éste, a propósito, deja sin regulación determinadas materias (voluntarias), o bien, a que las normas son muy concretas, que no comprenden todos los casos de la misma naturaleza o son muy generales y revelan en su interior vacíos que deben ser llenados por el juzgador, con un proceso de integración, mediante dos sistemas: a) la heterointegración, llamada también derecho supletorio o supletoriedad; y, b) la autointegración, reconocida expresamente por la mayoría de los ordenamientos como analogía y principios generales del derecho. En estas condiciones, el uso de la analogía implica necesariamente creación o innovación del derecho, y pueden distinguirse dos clases resaltantes de ésta: la "legis" y la "iuri"; y es aceptada bajo dos condiciones, a saber: a) La falta expresa de la norma aplicable al supuesto concreto; y, b) Igualdad esencial de los hechos. En conclusión, es imposible que la mente humana pueda prever y regular con normas adecuadas todos los innumerables casos futuros en particular; sin embargo, el silencio, oscuridad o insuficiencia de la ley no autoriza a los Jueces o tribunales a dejar de resolver una controversia, por lo que existen diversos métodos que el juzgador debe emplear para llenar ese vacío legislativo, siempre que no sea posible resolver una controversia, aplicando una disposición precisa de la ley y tales fuentes son: primero, la supletoriedad o la analogía y, después, los principios generales del derecho. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO.

En consecuencia, resultan superfluos todos los argumentos defensivos que invoca la Demandada al contestar la demanda, toda vez que todos ellos están sentados sobre una premisa, consistente en que no es aplicable la disposición del Código Procesal invocada –caducidad- dado que ese numeral alude al procedimiento administrativo y en el caso se está en presencia de un procedimiento de aplicación de una medida de apremio.

En mérito de las precisiones realizadas en párrafos que anteceden, debe establecerse que le asiste la razón a la parte actora al manifestar que en el procedimiento de verificación en materia de transparencia, iniciado, de oficio, por parte de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado –CEGAIP-, que derivo en la aplicación de una medida de apremio -**********- “transcurrió un plazo mayor al permitido por la ley para ejercer sus facultades”, entendiéndose que se configuró la caducidad del procedimiento establecida en el artículo 194 
 párrafo cuarto del código Procesal Administrativo para el Estado. 

Esto es así, toda vez que en el presente asunto se advierte que dicho procedimiento dio inicio, acorde con lo establecido en el numeral 101 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en fecha diez de abril de dos mil diecinueve; al momento en que el Organismo demandado emitió, en sesión extraordinaria el acuerdo ********** a través del cual realizó la verificación vinculante del mes de enero de 2019, y dictamino que el **********, obtuvo un porcentaje de cumplimento de 0 %; requiriendo al sujeto obligado para que en un plazo no mayor a veinte días subsanara las inconsistencias detectadas; lo que notificó por medio del oficio ********** y finalizó con la emisión del oficio **********, de fecha quince de diciembre de dos mil veintiuno; tendiente a notificar al sujeto obligado –**********- el acuerdo ********** de veintisiete de octubre de dos mil veintiuno, en el cual la enjuiciada, en la tercera revisión vinculante 2019 –enero- determinó un incumplimiento por parte del sujeto obligado.  
En esta tesitura, es concluyente que el plazo para que la demandada dictara la resolución de imposición de medida de apremio dentro del expediente -**********, comenzó a correr cinco días después de la última data en cita, acorde con lo dispuesto en el cuarto párrafo del artículo 101 fraccion V de la ley de Transparencia en consulta; 
 sin soslayar que si bien del sumario no se observa el informe al Pleno de la Comisión demandada sobre el incumplimiento dictaminado, de la propia resolución impugnada no se observa que la demandada haya señalado la fecha como la terminación del procedimiento de verificación, por lo que si como se vio supralineas, la resolución definitiva del procedimiento administrativo de verificación de origen se dictó el treinta de junio de dos mil veinticinco, y fue notificada a la parte actora el ocho de septiembre del mismo año; corolario es que desde la actuación de inicio del procedimiento hasta la fecha en que se notificó la resolución de imposición de medida de apremio dentro del expediente controvertida, transcurrieron en exceso los treinta días con que contaba la autoridad para resolver en definitiva.  

Cabe señalar, que para el cómputo para el plazo de la caducidad establecido supralineas, se debe considerar lo dispuesto en los artículos 15 y 16 del Código Procesal Administrativo, que establecen:  

ARTÍCULO 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo 
; los días de descanso obligatorio ; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente, no habilitará los días. 

ARTÍCULO 16. En los plazos establecidos por periodos se computarán todos los días; cuando se fijen por mes o por año se entenderá que el plazo concluye el mismo número de día del mes o año de calendario que corresponda, respectivamente; cuando no exista el mismo número de día en el mes de calendario correspondiente, el término será el primer día hábil del siguiente mes de calendario

En relación a este tópico, es decir el momento en que cesa el plazo para que opere la caducidad, ha sido criterio de Tribunales Colegiados de Circuito, establecido en la Tesis: I.7o.A.190 A, 
 que esto ocurre una vez que se notifica la resolución definitiva, tesis que literalmente dispone lo siguiente: 

“CADUCIDAD. OPERA CUANDO LA AUTORIDAD NO EMITE O NO NOTIFICA LA RESOLUCIÓN QUE PONE FIN AL PROCEDIMIENTO INICIADO DE OFICIO, DENTRO DE LOS PLAZOS PREVIAMENTE ESTABLECIDOS EN LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.  De conformidad con lo dispuesto por los artículos 39, 60, 61 y 74 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, se colige que en los procedimientos iniciados de oficio opera la caducidad de éstos ante la inactividad procesal en que incurra la autoridad administrativa, una vez que la etapa de instrucción hubiere concluido, pues de conformidad con el artículo citado en último lugar, las cargas procesales siguientes, como son la emisión y notificación de la resolución, le corresponden sólo a ésta; de ahí que si esos actos son llevados a cabo fuera de los plazos previamente establecidos tanto en el artículo 39 como en el 74, el relativo a la caducidad previsto en el 60 no se interrumpirá y, en consecuencia, producirá sus efectos; excepción hecha cuando medie una situación de emergencia o urgencia, debidamente fundada y motivada, circunstancias ante las cuales la autoridad no está obligada a sujetarse a los requisitos y formalidades del procedimiento como lo consigna el referido artículo 61. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

En este contexto, debe establecerse que la figura de la caducidad debe considerarse como la sanción que la ley impone a las autoridades por su inactividad e implica la pérdida o extinción de una facultad o derecho para emitir un acto administrativo –resolución- tendiente a afectar la esfera jurídica de un particular, por el simple transcurso del tiempo, figura que tiene como finalidad brindar certeza jurídica respecto de una situación determinada que involucra a los particulares interesados sujetos al procedimiento administrativo; provocando la cesación de la facultad de la autoridad que no ejercitó en tiempo su atribución afectatoria de la esfera jurídica del administrado, de modo que el inejercicio de esta atribución producen la definición del derecho y el rompimiento del estado de inseguridad jurídica; de allí que es inconcuso que en el caso concreto operó plenamente la caducidad del Procedimiento de Verificación, e Imposición de Medida de Apremio identificado con el numero **********, que inicio de oficio la autoridad demandada, Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado –CEGAIP- acorde con lo establecido en los artículos 1° párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 

Resulta aplicable a lo anterior, por analogía, lo dispuesto en la Tesis: I.7o.A.173 A, localizable bajo el Registro digital: 186653, del Semanario Judicial de la Federación, que en su rubro y contenido señala: 

“CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. PROCEDE DECLARARLA EN LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS INICIADOS DE OFICIO, CUANDO PREVIAMENTE SE HA CONSUMADO EL PLAZO PARA QUE AQUÉLLA OPERE. Conforme a lo dispuesto por el artículo 60, último párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, no se exige como requisito para la procedencia de la caducidad en los procedimientos iniciados oficiosamente, que ésta se hubiere solicitado ante la autoridad administrativa y mucho menos que sea una carga procesal que deba cumplirse para que opere plenamente, sino que, por lo contrario, sólo requiere la satisfacción de dos supuestos que son: el transcurso de un determinado periodo de tiempo y la inactividad que consiste en no realizar actos en el procedimiento correspondiente; ello se confirma con la propia expresión empleada en el referido artículo 60, al decir que se entenderán caducados los procedimientos oficiosos, cuando transcurran treinta días contados a partir de que se deba dictar resolución y ésta no se produzca, donde el vocablo "entenderán" equivale gramaticalmente a dar por supuesto un hecho, es decir, que ha operado la caducidad en el mismo y, por tanto, debe ordenarse su archivo, lo cual debe realizarse aun cuando el propio interesado no lo hubiera solicitado.” SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

De igual manera es aplicable al presente asunto, lo señalado en la tesis de jurisprudencia Tesis: I.4o.A. J/24, localizable bajo el registro digital: 184210 en el Semanario Judicial de la Federación que establece: 
“CADUCIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS. PRESUPUESTOS O CONDICIONES PARA DECLARARLA DE OFICIO, CONFORME A LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Conforme al artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio se entenderán caducados, y se procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud de parte o de oficio, en el plazo de treinta días contados a partir de la expiración del plazo para dictar resolución. Así, la institución de la caducidad del procedimiento administrativo que regula el citado precepto legal requiere de los siguientes presupuestos esenciales: a) Se trate de un procedimiento que de oficio inició la autoridad administrativa; y, b) Haya transcurrido el plazo de treinta días contados a partir de la expiración del término del que gozaba la autoridad para dictar la resolución correspondiente; esto es, existen dos periodos o momentos diferentes que deben consumarse para que opere la caducidad, como son, un primer momento, que se refiere al término de gracia que la ley federal correspondiente otorga a las autoridades administrativas federales para dictar su resolución (término que no es conceptuable para efectos de caducidad del procedimiento como inactividad); y, una vez fenecido este término, eventualmente puede actualizarse un segundo lapso, éste sí considerado como inactividad procesal, pues carece de justificación, por lo que de extenderse este término a treinta días o más, trae como consecuencia que se configure la caducidad del procedimiento. De lo antes expuesto, se advierte que de actualizarse los citados presupuestos, es que las autoridades administrativas se encuentran obligadas a declarar de oficio la caducidad, sin que sea necesario que las partes lo soliciten, toda vez que, por un lado, el precepto en estudio es claro al establecer que los procedimientos caducarán de oficio y, además, la razón de ser de la caducidad es dar certeza jurídica y puntualizar la eficacia de un procedimiento en cuanto al tiempo para no dejar abierta la posibilidad de que las autoridades actúen o dejen de hacerlo a su arbitrio, sino, por el contrario, observen y atiendan puntualmente las reglas que establecen cuando nace y cuando concluye una facultad, para no generar incertidumbre y arbitrariedad.” CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Énfasis añadido.

En relatadas consideraciones, toda vez que la resolución controvertida en el presente juicio, así como el procedimiento administrativo de verificación de origen se ubican en los supuestos de ilegalidad establecidos en el artículo 250 
 fracciones II y III del Código procesal Administrativo; se decreta su ILEGALIDD E INVALIDEZ; y acorde con lo dispuesto por el artículo 251 del citado ordenamiento legal, 
 se determina su NULIDAD TOTAL;  y en consecuencia, acorde con lo dispuesto en el párrafo cuarto del artículo 194 
 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se ordena que el expediente y actuaciones relativas a dicho procedimiento y resolución de imposición de medida de apremio identificado con el numero ********** deberán ser archivados como asunto concluido.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracción II, 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse.

PRIMERO. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO. Se declara la ILEGALIDD E INVALIDEZ; y en consecuencia la NULIDAD TOTAL de la resolución impugnada, de fecha treinta de junio de dos mil veinticinco, emitida en el expediente **********, por la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado –CEGAIP-; de acuerdo con los razonamientos expuestos en esta sentencia.
TERCERO. Se decreta la caducidad del Procedimiento de Verificación Vinculante del cual deriva la resolución de la imposición de Medida de Apremio, expediente **********, y en consecuencia se ordena se archive el expediente y actuaciones relativas como asunto concluido. 

CUARTO. Notifíquese personalmente.
Así lo resolvió y firma, la Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
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� ARTÍCULO 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio ; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente, no habilitará los días.


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618





� “ARTÍCULO 252. (…)





Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”





� DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA (PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO). A PARTIR DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA ADICIÓN AL ARTÍCULO 17, TERCER PÁRRAFO, CONSTITUCIONAL, TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES Y AQUELLAS CON FUNCIONES MATERIALMENTE JURISDICCIONALES DEBEN PRIVILEGIAR LA SOLUCIÓN DEL CONFLICTO SOBRE LOS FORMALISMOS PROCEDIMENTALES, SIEMPRE Y CUANDO NO SE AFECTE LA IGUALDAD ENTRE LAS PARTES (DOF DE 15 DE SEPTIEMBRE DE 2017) … Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que a la entrada en vigor de la adición al artículo 17, tercer párrafo, contenida en el Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 16, 17 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Justicia Cotidiana (Solución de Fondo del Conflicto y Competencia Legislativa sobre Procedimientos Civiles y Familiares), publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2017, todas las autoridades judiciales y aquellas con atribuciones materialmente jurisdiccionales del país deben privilegiar la resolución de fondo de los conflictos sometidos a su potestad sobre los formalismos procedimentales, siempre y cuando no se afecte la igualdad entre las partes. Lo anterior, con independencia de que las normas que rigen sus procedimientos no establezcan expresamente dicha cuestión. … – tesis de Jurisprudencia, localizable en el Registro digital: 2023741, Instancia: Segunda Sala, Undécima Época Materias(s): Constitucional Tesis: 2a./J. 16/2021 (11a.)-





� CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. EL CONCEPTO DE VIOLACIÓN EN QUE SE DISCUTA SU PROCEDENCIA ES DE ESTUDIO PREFERENTE, AUN FRENTE A MOTIVOS DE DISENTIMIENTO DE ÍNDOLE FORMAL O PROCESAL. De conformidad con la teleología que inspira el último párrafo del artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, la caducidad tiene como efecto primordial que se anule todo lo actuado en el procedimiento, dejando las cosas como si éste no se hubiese incoado; de ahí que la función de esa institución es la de poner fin a la instancia y, por ende, conlleva una extinción anticipada del procedimiento. Así, dada la entidad y trascendencia de la perención, ésta es de análisis privilegiado incluso frente a violaciones procesales y formales, pues si el cumplimiento de los plazos legales es una condición de validez para el dictado de las resoluciones atinentes a los procedimientos administrativos iniciados de oficio, es claro que, de ser fundado el concepto de violación en el que se ponga en disputa la incorrecta valoración de ese aspecto por la responsable, traerá aparejada la conclusión de que ha operado la pérdida de las facultades de la autoridad demandada en el juicio contencioso para emitir su fallo y, por tanto, resultaría ocioso cualquier otro pronunciamiento, si finalmente y en virtud de la caducidad, procede el archivo de las actuaciones. Entonces, el concepto de violación que rebata la caducidad es de ponderación preferente, porque de consumarse la perención se generarán mayores beneficios al justiciable por invalidarse la totalidad del procedimiento, con lo que se consolida la garantía de celeridad en la administración de la justicia consagrada en el artículo 17 constitucional. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. -Registro digital: 180190-


� Decreto Legislativo 0217 publicado en el Periódico Oficial del Estado el 09 de mayo de 2016


�  La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, los lineamientos que determine el Sistema Nacional de Transparencia, la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y demás disposiciones relacionadas con el derecho de acceso a la información y la protección de datos personales, se aplicarán de manera supletoria en lo no previsto por esta Ley. 


� ARTÍCULO 194. En los procedimientos iniciados a instancia del interesado, cuando se produzca su paralización por causas imputables al mismo, la administración pública estatal o municipal le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. 


Expirado dicho plazo sin que el interesado requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la administración pública estatal o municipal acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad de la instancia procederá el recurso de revisión previsto en el artículo 130 del presente Código. 


La caducidad no producirá por sí misma la prescripción de las acciones del particular ni de la administración pública estatal o municipal, según corresponda per o los procedimientos caducados no interrumpen ni suspenden el plazo de prescripción. 


Cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio se entenderán caducados, y se procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud de parte interesada o de oficio, en el plazo de treinta días a partir de la última actuación tendiente al dictado de la resolución.


� ARTÍCULO 101. La verificación que realice la CEGAIP, se sujetará a lo siguiente: … V …


En caso de que la CEGAIP considere que subsiste el incumplimiento total o parcial de la resolución, en un plazo no mayor a cinco días, se informará al Pleno para que, en su caso, imponga las medidas de apremio o sanciones, conforme a lo establecido por esta Ley.


� Artículo 74. Son días de descanso obligatorio: I. El 1o. de enero; II. El primer lunes de febrero en conmemoración del 5 de febrero; III. El tercer lunes de marzo en conmemoración del 21 de marzo; IV. El 1o. de mayo; V. El 16 de septiembre; VI. El tercer lunes de noviembre en conmemoración del 20 de noviembre; VII. El 1o. de diciembre de cada seis años, cuando corresponda a la transmisión del Poder Ejecutivo Federal; VIII. El 25 de diciembre, y IX. El que determinen las leyes federales y locales electorales, en el caso de elecciones ordinarias, para efectuar la jornada electoral.


� Registro digital: 185245


� ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: (…) II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; …Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.


� ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.


ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca. 





(…) 





� ARTÍCULO 194. … Cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio se entenderán caducados, y se procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud de parte interesada o de oficio, en el plazo de treinta días a partir de la última actuación tendiente al dictado de la resolución.
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